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World Press Photo

La pesca se mueve
hacia los polos por
el calentamiento

Amparo Piqueras estuvo a punto
de quedarse sin luz. A los dos días
de estrenarse en el cargo, el 16 de
junio de 2003, recibió la visita de
un empleado de Fecsa-Endesa
con una carta en la que le exigía a
pagar las deudas pendientes. Am-
paro no era una trabajadora en
paro, ni pertenecía a un hogar en
apuros; era la nueva alcaldesa de
Sant Vicenç del Horts (Barcelo-
na), que, sólo en electricidad, de-
bía 1,2 millones de euros a Ende-
sa. Y unos seis millones más a la
Seguridad Social. En total, la deu-
da histórica ascendía a 37 millo-
nes de euros, sobre un presupues-
to de 17, lo que convertía a esta
población de 28.000 habitantes
en el ayuntamiento más endeuda-
do de España.

“Lloré en aquella época. Nin-
gún proveedor quería trabajar
con nuestro ayuntamiento. Es
que, directamente, no se habían
estado pagando las facturas. Tuvi-
mos que trabajar mucho y ahora,
al menos, se paga en 400 días, y
la deuda ha quedado en siete mi-
llones”, dice, y se queja de los pro-
blemas de financiación local que
sufren los municipios, que no se
ha revisado en 30 años.

Sant Vicenç está aún hoy pa-
gando las obras de un polideporti-
vo que lleva 10 años funcionando.
Cuando los empresarios ponen el
grito en el cielo por la morosidad
en los pagos de las Administracio-
nes, se refieren a casos como és-
te. Pero cuando los gobernantes
se defienden, y dicen que pagan
cuando pueden, también se refie-
ren a deudas heredadas y proble-
mas para captar fondos. Los unos
piden una ley más dura contra la
morosidad, y los otros un mejor
sistema de financiación.

Distintas organizaciones em-
presariales han cifrado estos
días en 32.000 millones de euros
la deuda del sector público con
sus proveedores. El problema vie-
ne de antiguo, pero la crisis y la
sequía del crédito han puesto
contra las cuerdas a las empre-
sas, sobre todo si son pequeñas,
porque no encuentran liquidez
para funcionar y tienen más ur-
gencia por cobrar. “Las peque-
ñas y medianas empresas [py-
mes] nos hemos dedicado a finan-
ciar a los ayuntamientos, acos-
tumbrándonos a cobrar a 180 o
200 días”, critica Jesús Bárcenas,
presidente de la patronal españo-
la Cepyme.

La Ley de Contratos del Esta-

do fija un máximo de 60 días pa-
ra pagar. Todo lo que excede de
este plazo es morosidad, y conlle-
va unos intereses de demora, aho-
ra del 9,5%. El Banco de España
revela que la demora en el pago
de las empresas públicas se ha
agravado: de un promedio de 87

días en 2005 a 88 en 2006 y 96 en
2007 (ver cuadro), muy por enci-
ma de las privadas. La época de
bonanza económica no ha servi-
do para acortar plazos. Y, en gene-
ral, entre lo público y lo privado,
España también saca peor nota
que otros países. Un informe de
la patronal catalana Pimec fija en
94 los días de espera para cobrar,
frente a los 65 de Francia y los 52
del Reino Unido, aunque cerca
de los 90 de Italia.

No hay una base datos común
para cada Administración, pero
Aselip, la asociación que agrupa
a las empresas de limpieza públi-
ca, sabe algo de esto. Su presiden-
te, Francisco Jardón, asegura
que por la crisis se ha disparado
hasta los 180, 240 y hasta los 360
días, y sitúa a los ayuntamientos
de comunidades como Andalu-
cía, Comunidad Valencia, Catalu-

ña y Madrid como algunos de los
más remolones, mientras tiene
buenas palabras para los de País
Vasco, Navarra y Asturias.

En las autonomías el plazo es
algo inferior, aunque en el caso
de Cataluña, por ejemplo, ha pa-
sado de 68 en 2007 a 76 en 2008,
un número que este mes de ene-
ro se ha logrado rebajar a 70 días.
La Comunidad de Madrid, por su
parte, exhibe puntualidad, con
una media de 17,6 días el año pa-
sado, cuando en 1995, aseguran
fuentes de la Consejería de Econo-
mía, estaba en 109 días.

“Somos conscientes de que
hay casos concretos con proble-
mas económicos que están produ-
ciendo retrasos en los pagos, pe-
ro no se puede generalizar”, cie-
rra filas la Federación Española
de Municipios (FEMP). Los pro-
blemas que están atravesando al-

gunos ayuntamientos se deben a
varios motivos, según la entidad,
como “la disminución coyuntural
de los ingresos derivada de un
descenso de la actividad económi-
ca en el municipio” y “las variacio-
nes de las relaciones de los ayun-
tamientos con las entidades finan-

cieras con las que operan habi-
tualmente”.

Las Administraciones, que in-
gresaron suculentas cantidades
vía tributos gracias al boom del
ladrillo, han visto derrumbarse
su recaudación: el Instituto de
Práctica Empresarial ha cifrado
la caída en 20.000 millones. El
Ayuntamiento de Málaga, por
ejemplo, presupuestó para 2008
ingresos de 26,8 millones por
venta de suelo, y no recibió ni
un euro.

El Ayuntamiento de León, por
su parte, habla de una caída de
ingresos del 80%. Este consisto-
rio le debe a Urbaser, la compa-
ñía del grupo ACS que le realiza
los servicios de recogida de basu-
ras y limpieza, unos 40 millones
de euros desde hace tres años. El
Gobierno local, hoy socialista, ex-
plica que heredó una deuda de

270 millones de euros —sobre un
presupuesto de 200 millones—.
El pasado diciembre liberó una
partida de 110 millones para pa-
gar deudas, y una operación ban-
caria le permitirá inyectar otros
70 millones para pagar a sus pro-
veedores, a costa también de con-
tener gastos corrientes y subir
impuestos.

El concejal de Economía y Ha-
cienda, Miguel Ángel Fernández,
se rasga las vestiduras. “El siste-
ma de financiación local no es sos-
tenible, estamos asumiendo com-
petencias en cuidado a la depen-
dencia, residencias de tercera
edad, etcétera y los fondos locales
no llegan”, critica.

La deuda de las corporaciones
locales supera los 30.000 millo-
nes, según los datos del Banco de
España de septiembre de 2008, y
Madrid se sitúa a la cabeza con

una deuda de 6.000 millones. El
Gobierno ha aceptado finalmente
que los ayuntamientos que no ha-
yan rebasado el límite de endeu-
damiento (del 110% de sus ingre-
sos) puedan tener déficit.

Sobrepasar el límite de los 60
días obligaría a cualquier admi-

nistración a pagar el interés de
demora, pero los empresarios no
suelen reclamarlo, ya que “ambas
partes están condenadas a llevar-
se bien, y ponerse a mal con un
ayuntamiento puede significar
quedarse sin adjudicaciones en el
futuro”, explican fuentes del sec-
tor empresarial. Ello explica que
la mayor parte de las críticas del
sector privado se articulen a tra-
vés de asociaciones, y es más que
difícil que una empresa, de forma
pública, arremeta contra el alcal-
de o presidente de turno.

Ahora, Aselip se ha plantado.
La asociación de empresas de lim-
pieza pública enviará una carta a
los alcaldes en la que les avisa de
que ha instado a sus asociados a
reclamar “todas las cantidades
pendientes de pago, así como los
intereses de demora”. “Le ruego
al señor alcalde tenga a bien to-
mar todas las medidas a su alcan-
ce para poner remedio a una si-
tuación que no sólo es injusta, si
no que, a veces, conduce a nues-
tras empresas a situaciones insos-
tenibles”, firma el presidente de
la entidad.

Para José María Solís, esta si-
tuación debía ser realmente insos-
tenible. Este pequeño construc-
tor saltó hace unos días a la pales-
tra cuando amenazó con quemar-
se ante el Ayuntamiento de
Loeches (Madrid), al que acusaba
de deberle 450.000 euros por
unas obras que comenzaron a fi-
nales de 2005, aunque el consisto-
rio sostiene que la obra tiene des-
perfectos y sólo pagará 166.000
euros por los fallos encontrados.
Solís aseguraba que su empresa,
Cavas, está a punto de la quiebra.

Porque, de la misma forma
que las Administraciones más pe-
queñas parecen ser las más remo-
lonas a la hora de pagar, los pe-
queños empresarios son también
los más perjudicados cuando el
dinero se hace esperar, ya que no
disponen del colchón de liquidez
o respaldo bancarios con el que
puede contar un gran grupo. Lo-
renzo Amor, presidente de la Aso-
ciación Trabajadores Autónomos
(ATA), explica que “hace un año,
no había problemas por los retra-
sos. Pero si ahora vas a un banco
con un pagaré de una Administra-
ción, la entidad ya no te adelanta
el dinero, con lo que tienes mu-
chos derechos de cobro, pero no
tienes liquidez”.

Ante situaciones desespera-
das, muchos empresarios acuden
a firmas de seguros de impago y
de recuperación de impagos que
garantizan el reembolso de, al me-
nos, parte de los importes no pa-
gados a través de indemnizacio-
nes. Una de las del ramo, Crédito
y Caución, calcula que los niveles
de impago de las operaciones co-
merciales a crédito entre empre-
sas españolas se disparó un 172%.

Pere Brachfield, el inventor
del término morosólogo y moroso-
logía, ha dedicado su vida profe-

sional a estudiar la morosidad y
asesora a empresas con proble-
mas de impago. Últimamente no
para. “Vienen desesperados con
deudas a cobrar. Este enfado de
los empresarios con la Adminis-
tración debió comenzar hace diez
años”, explica Brachfield, contra-
rio a prácticas como las de los co-
bradores de frac.

En su opinión, el Gobierno cen-
tral debería endurecer la Ley con-
tra la Morosidad de 2004 —que
sirvió para trasponer la directiva
europea—, empezando por la pro-
pia Administración, haciendo
que el límite de pago de 60 días,
que es obligatorio para las Admi-
nistraciones, pero no entre entes
privados, sea norma general, así
como que se agilicen los juicios
por impagos. Pone como ejemplo
Francia, que acaba de reducir de
45 a 30 días el plazo medio.

El presidente del Gobierno, Jo-
sé Luis Rodríguez Zapatero, advir-
tió hace unos meses en el Congre-
so de que este endurecimiento de
la norma se llevaría a cabo den-
tro de una nueva reforma que se
prepara Bruselas.

Los empresarios de la catala-
na Pimec se han dirigido a Zapate-
ro, y ha trasladado la preocupa-
ción a Bruselas, porque aseguran
que no es necesario aguardar a la
reforma europea.

El Fondo de Estatal de Inver-
sión Local activado por el Gobier-
no, dotado con 8.000 millones, in-
yectará recursos a los ayunta-
mientos y generará carga de tra-
bajo a las empresas proveedoras,
pero los empresarios reclaman
igualmente mano dura contra la
morosidad. “Al menos que no nos
hagan pagar el IVA de las factu-
ras que todavía no hemos cobra-
do, o que sea el ICO (Instituto de
Crédito Oficial) el que nos adelan-
te los pagos que nos deben las ad-
ministraciones”, propuso Loren-
zo Amor.

Fuentes del Ministerio de Eco-
nomía se limitan a señalar esta
medida que está sobre la mesa y
que, al menos en lo que a la Admi-
nistración central se refiere, se
cumple escrupulosamente el pla-
zo de 60 días de pago fijado y no
hay morosidad.

De momento, las soluciones
son individuales. El Ayuntamien-
to de Sant Cugat (Barcelona),
por ejemplo, ha cerrado una ope-
ración de confirming (una enti-
dad financiera adelanta el pago
de las compras antes la fecha de
vencimiento de la deuda) y se ha
comprometido a pagar a los pro-
veedores antes de 30 días. Y el
Ayuntamiento de Pinto (Ma-
drid) ha pedido a Zapatero que
le adelante urgentemente cerca
de tres millones de euros para
hacer frente a los gastos de los
próximos meses.

Mientras, Amparo Piqueras, la
alcaldesa de Sant Vicenç, no gana
para disgustos. La última factura:
más de un millón de euros por los
daños del temporal de viento.

El ayuntamiento moroso
estrangula al empresario
La deuda de las Administraciones con sus proveedores se dispara
hasta los 32.000 millones P Sin ingresos del ladrillo, los
municipios arrastran a multitud de negocios pequeños y medianos
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OPINIÓN

D e nuevo aparecen proble-
mas en la Universidad.
Son muy distintos de los

del siglo XX. Ahora no hay jura-
mento de respeto a los dogmas
de la religión católica y el acata-
miento de la legalidad tiene co-
mo referencia central a la Cons-
titución de 1978. No hay expul-
sión de catedráticos por sus
ideas y el miedo al mono del que
hablaba con humor Julio Caro
Baroja ya no está presente en
aquel rechazo al darwinismo.

Hoy los problemas están en
la comprensión o incompren-
sión ante el proceso de Bolonia
para la creación de un espacio
universitario europeo, para au-
mentar nuestra competitividad
con las universidades america-
nas y modernizar las técnicas de

estudio e impulsar el aprendiza-
je, como una forma más activa
de participación de los estudian-
tes en su enseñanza.

A mi juicio, no hay ningún
motivo real para favorecer a un
movimiento crítico que va de la
suspicacia al rechazo total del
sistema. Esas tesis de que se pri-
vatiza la Universidad y de que se
entrega atada de pies y manos a
las empresas no son ciertas.
Aun así calan en algunos secto-
res del alumnado y favorecen po-
siciones radicales de grupos an-
tisistema. ¿Qué estamos hacien-
do mal? ¿Por qué estas reaccio-
nes no ocurren tan seriamente
en otras partes de Europa some-
tidas al mismo proceso?

Aunque pertenezco a una ge-
neración ya amortizada para la

política activa, esa marginación
no afecta de momento a mis ca-
pacidades intelectuales ni a la
larga experiencia en materia
universitaria. Así, desde el mar-
gen y desde un gran cariño por
la institución universitaria, por
sus valores insustituibles para
el desarrollo de la docencia y de
la investigación superior en Es-
paña, me permito estas reflexio-
nes sobre la Universidad y sobre
su futuro necesario.

Creo que ha existido culpa in
eligendo y culpa in vigilando, y
que los escenarios universita-
rios han sido manchados por in-
tereses ajenos. La limpieza de
los ámbitos en que actúa nues-
tra alma mater es un presupues-
to imprescindible para recupe-
rar la normalidad. Finalmente,

creo que Bolonia como proceso
de modernización y de excelen-
cia de nuestras universidades,
no ha sido bien explicado. Inclu-
so diría que ha habido poco inte-
rés en explicarlo.

Cuando hablo de culpa in eli-
gendo quiero decir sobre todo
que se ha ocultado el perfil de la
Universidad, a la hora de adscri-
birla a un ministerio y que ese
oscurecimiento es el punto de
partida de todos los males, de
las incomprensiones de los ma-
lentendidos, y de los orígenes de
la opacidad y de la falta de trans-
parencia.

Creo que separar la enseñan-
za primaria y secundaria de la
universitaria y situar a esta últi-
ma en un Ministerio de Ciencia
 Pasa a la página siguiente

H ace cuatro años, en un
momento preelectoral
como éste, escribí en

EL PAÍS un artículo, Galicia de-
cide paisaje, en el que planteaba
la necesidad de vincular las de-
cisiones económicas con su im-
plantación física. La economía
ya no se puede desligar del terri-
torio; no importa sólo el cuán-
do y el cómo, sino también el
dónde.

En esta materia, el Gobierno
bipartito PSOE-BNG se ha opues-
to a los desmanes de los planes
generales y, de forma precauto-
ria, a la construcción en la fran-
ja costera de 500 metros. Allí
donde ha hecho concesiones ad-
ministrativas para el enclave de
parques eólicos y piscifactorías
han aparecido divergencias en-
tre las propias consellerías. Ter-
minando la legislatura se aprue-
ban inicialmente unas Directri-
ces de Ordenación del Territo-
rio que dibujan la nueva geogra-
fía, para la que se propone una
cascada de figuras de planea-
miento que pronostican una Ga-
licia idílica y en red, con progra-
mas y proyectos para los distin-
tos municipios.

Galicia, el país de los treinta
mil lugares, ha vivido en pocos
años el abandono del hábitat tra-
dicional, mientras una nueva
forma de colonizar se desparra-
maba en torno a las infraestruc-
turas, en especial la autopista
AP-9, los sucesivos anillos de las
ciudades y la atractiva costa. La
potencia de la naturaleza aún so-
porta este paisaje intruso.
Google Earth y las técnicas car-
tográficas nos han permitido
constatar esa forma de ocupa-
ción global, a la que los urbanis-
tas y los geógrafos ya no sabe-
mos cómo llamar: archipiéla-
gos, asentamientos difusos, dis-
persos, fragmentarios…, diría
confusos, para la que la teoría y
la técnica del urbanismo y la or-
denación del territorio han que-
dado cortas. Son instrumentos
aptos para la escala local, pero
insuficientes para comprender
el espacio contemporáneo.

Este espacio metropolitano,
para entendernos, que confor-
ma Galicia de norte a sur y ha-
cia el litoral es un maclaje de lo
urbano, lo rururbano y lo rural;
una mezcla casual de viviendas,
fábricas, servicios en carretera,
tanatorios, áreas comerciales,
instalaciones turísticas…, forma-
da a través de dos tendencias
que parecen irrefrenables: una
que esparce la actividad econó-
mica, fundamentalmente pro-
ductiva y de servicios, y expulsa
la residencia, y otra que concen-
tra en la ciudad canónica, com-
pacta, un atractivo como lugar
de la simbología, el ocio, el ago-
bio del tráfico, los equipamien-
tos punteros y, sobre todo, la to-
ma de decisiones.

Las nuevas calles son las ca-
rreteras, los centros comercia-
les periféricos son los lugares
de reunión, la baja densidad per-
siste con sus calles vacías y el
conjunto cristaliza en un espa-

cio desordenado, incluso irracio-
nal. Pero, vistas las causas de la
crisis que estamos viviendo,
¿qué es la racionalidad? Todo
esto es producto de la sobremo-
dernidad y tiene mucho que ver
con la economía, pero también
con las determinaciones de los
planes generales de los munici-
pios que lo promueven, las gran-
des infraestructuras viarias, los
planes sectoriales y las concesio-
nes estatales y autonómicas que
fomentan, quizá sin proponérse-
lo, una dispersión ilimitada.

Estos espacios globales son
políticos, porque es la política la
que ha de orientarlos, ya que
abarcan muchos ayuntamientos
con intereses, a veces, contra-
puestos. La Administración pue-
de y debe otear y reconocer la
geografía antes que nadie para
plantear la mejor implantación
de una inversión, estableciendo
plusvalías que atraigan la inicia-
tiva privada y creando nuevos

paisajes. Pero, además del em-
plazamiento, es importante la
oportunidad y el momento de
su ejecución para pronosticar
sus consecuencias sobre el pla-
neamiento de los municipios
afectados, con el ánimo de tra-
bar el territorio y conseguir una
mejor cohesión social. Son espa-
cios políticos, en suma, porque
conllevan la necesidad de intro-
ducir la concertación no sólo en-
tre autonomía y ayuntamientos,
sino también en el diseño de po-
líticas transversales en el seno
del propio Gobierno y entre par-
tidos y fuerzas parlamentarias,
donde es necesario un grado de
consenso en estos temas.

Entender las grandes inver-
siones como algo coyuntural
—si hay expansión, son necesa-
rias para impulsar el crecimien-
to; si hay crisis, para mitigar el
paro— me parece una visión a
superar, porque son oportunida-
des para estructurar un país y
optimizar su economía. El bipar-
tito gallego ha puesto las bases
en materia de territorio y en sec-
tores como vivienda y medio am-
biente. En la próxima legislatu-
ra, Galicia ha de hacer frente a
la crisis y a su efecto principal,
el desempleo, y esto exige el con-
curso de todas las opciones, ins-
tituciones y personas.

Al mismo tiempo, debería-
mos posicionarnos en este nue-
vo mundo con el capital huma-
no como ariete: poner en red,
aprovechando la entrada en ser-
vicio del AVE, el conjunto de ciu-
dades y sus equipamientos, uni-
versidades, aeropuertos y puer-
tos; crear un consejo de ciuda-
des, con el presidente de la Xun-
ta al frente, para proponer obje-
tivos comunes y vencer localis-
mos; políticas de peso en el ám-
bito de la Eurorregión; organi-
zar las metrópolis; el desarrollo
pormenorizado de la costa y el
destino de la gran Galicia inte-
rior. Es decir, un Gobierno que
combine adecuadamente la polí-
tica, la economía y el territorio.

Xerardo Estévez es arquitecto.

La cuestión universitaria

Galicia, gobernar el territorio

Gregorio
Peces-Barba
Martínez
No hay motivos
serios para rechazar
Bolonia, pero esta
reforma ha sido mal
explicada en España

Xerardo
Estévez
Ante la crisis, la
política es el
instrumento, y el
capital humano,
el ariete del desarrollo
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LA CUARTA PÁGINA OPINIÓN

S egún las cuentas que hizo un acucio-
so historiador venezolano, ya a me-
diados del siglo XX, Venezuela se

había dado —es un decir— veintitantas
Constituciones y vivido más de 120 pro-
nunciamientos militares, entre golpes exi-
tosos e intentonas, desde que se hizo a la
vida independiente y sedicentemente re-
publicana.

Eso hace un promedio de 3.12 Constitu-
ciones por dictador y algo así como el 0.4
por caudillo. Solamente el general Juan
Vicente Gómez, quien patriarcalmente
nos tiranizó durante 27 años, se hizo re-
dactar siete de ellas, promediando poco
menos de una cada cuatro años.

Todo ello podría llevar a pensar que
los venezolanos ostentamos un récord re-
gional de descontento con nuestras Cons-
tituciones, sobre todo cuando se piensa
que el país vecino, Colombia, sólo ha teni-
do ocho en casi 180 años. La penúltima
estuvo en vigor durante 105 años, desde
1886 hasta 1991. Pero, en realidad, el “pue-
blo soberano” de mi país poca ocasión ha
tenido de sugerir cambios, pues, en la ma-
yoría de los casos, han sido los propios
caudillos quienes han mutado en consti-
tucionalistas.

En sólo 10 años, el presidente Hugo
Chávez ha promovido ya varias enmien-
das a la Constitución de 1999 que él
mismo promovió y llegó a elogiar como
“la más perfecta del mundo”. Recuerdo
el tiempo, remoto ya, en que mostraba
—blandía, mejor— un ejemplar en mi-
niatura de la Constitución en cada emi-
sión de su programa dominical, Aló, pre-
sidente.

Solía llamarla “la bicha”, al tiempo
que escarnecía a sus adversarios. Sacaba
el librito del bolsillo de su guerrera cada
vez que invocaba su apego a la ley funda-
mental del país. De entonces a la fecha se
han modificado, a instancias suyas, radi-
calmente algunas de sus provisiones, si
bien Chávez preferiría decir que se han
“perfeccionado”. Mañana no se transmi-
tirá el maratónico programa debido a
que se someterá a referéndum una en-
mienda más, que afecta el principio de
alternabilidad.

Si esta enmienda pasase, Chávez po-
dría postularse indefinidamente al final
de cada periodo presidencial de seis
años. De modo que, si Dios le da salud y
nos lo conserva, a partir de 2012, cuando
cumplirá 14 años en el poder, Chávez po-
drá postularse por tercera vez y, a partir
de entonces, cada seis años hasta alcan-
zar la anhelada fecha de 2024, en que
aspira a presidir las conmemoraciones
del bicentenario de la batalla de Ayacu-
cho, antes de retirarse a los 70 años, se-
gún nos lo ha anunciado.

Como un Cincinato llanero, se irá en-
tonces a la remota población de Acha-
guas, donde no querrá más presidencia
que la honorífica de sus fiestas patrona-
les. Donde lo esperan una hamaca, sus
nietos y, quizá, la redacción de sus memo-
rias, pero eso sólo si la defensa de la revo-
lución no lo llama de nuevo al combate.

Llegados aquí creo que calza muy bien
llamar la atención sobre el sí o el no de la
consulta. Pocos medios extranjeros han
realzado lo farragoso de la pregunta.
¿Qué propone la enmienda? Para ayudar
al lector a hacerse un juicio, aquí se la
pongo. Luego iremos por partes. Perdone
usted la extravagante puntuación de los
legisladores y, hacia el final de la pregun-
ta, el chirriante gerundio:

¿Aprueba usted la enmienda de los artí-

culos 160, 162, 174, 192 y 230 de la Consti-
tución de la República tramitada por la
Asamblea Nacional que amplía los dere-
chos políticos del pueblo con el fin de permi-
tir que cualquier ciudadano o ciudadana,
en ejercicio de un cargo de elección popu-
lar, pueda ser sujeto de postulación como
candidato o candidata para el mismo cargo

por el tiempo establecido constitucional-
mente dependiendo su posible elección ex-
clusivamente del voto popular?”.

Sugerir que la elección de alguien pa-
ra un cargo de elección popular pueda
depender de algo distinto al voto popular
da mucho que pensar sobre el inconscien-
te del legislador. Pero, en fin; ésa es la

pregunta que a duras penas cabe en la
pantallita de las máquinas de votar y a la
que habrá que responder sí o no.

El Gobierno defiende el espíritu de la
enmienda —la redacción de la pregunta
es, ciertamente, indefendible— diciendo
que se trata de ampliar los derechos ciu-
dadanos al permitirnos a los venezolanos
premiar con una reelección a aquellos
funcionarios “que lo hayan hecho bien”.

Los voceros gubernamentales des-
echan, además, el principio de alternabili-
dad como una martingala liberal-burgue-
sa que impide que un hombre providen-
cial nos gobierne sabiamente durante to-
do el tiempo que queramos.

La oposición señala que eso de “las
ciudadanas y los ciudadanos” es un añadi-
do demagógico que no alcanza a enmasca-
rar el personalista designio de Chávez de
perpetuarse en el poder, pues, hasta hace

pocas semanas y según el fraseo original
de Chávez, la enmienda original sólo va-
lía para la presidencia.

El argumento opositor de mayor peso
es el de que la enmienda de estos artícu-
los ya formó parte de la igualmente en-
marañada propuesta de reforma consti-
tucional derrotada en el referéndum de
2007. En consecuencia, al ser cosa juzga-
da, Chávez viola la Constitución al insis-
tir en ello durante un mismo periodo
constitucional.

El Tribunal Supremo salió ya al paso a
esta objeción al sentenciar que en aquella
oportunidad se trató de una reforma cons-
titucional, mientras que ahora se trataría
de una simple enmienda, referida a un
principio —el de alternabilidad— que no
sería esencial para una democracia. De
modo que, en opinión del Supremo,
Chávez puede convocar el mismo referén-
dum cuantas veces quiera, incluso cada
año de cada periodo, hasta obtener el re-
sultado apetecido.

Este distingo semántico-constituciona-
lista entre “reforma” y “enmienda” que
Chávez y los suyos han hecho hacer valer
es, además de fullero, muy congruente
con la probada disposición de Chávez de
desconocer los resultados adversos.

El referéndum fue convocado en no-
viembre pasado, a pocos días de haber
sufrido un importante revés electoral en
los comicios regionales. Si bien a todas
luces inconstitucional, la oposición vene-
zolana, acogotada por el ventajismo me-
diático y por la enorme capacidad de ex-
torsión que pueden tener las bombas la-
crimógenas, los perdigonazos y la cheque-
ra de un petrocaudillo populista, no ha
tenido más camino que hacer campaña
por el no.

Para los estudiantes venezolanos, prin-
cipales activistas del no, es como si Evan-
der Hollyfield se subiese al ensogado con
un chico de 12 años. Algo llamativo en
este referéndum está en que, sea cual fue-
re el resultado, Chávez todavía tendrá
cuatro años de gobierno por delante.
¿Por qué la prisa en asegurar su reelec-
ción?

La caída en picado de los precios del
crudo hacen prever que Chávez tendrá,
forzosamente, que tomar ortodoxas y
duras medidas si quiere que el dinero
rinda a su prometeico plan continental
de “socialismo del siglo XXI”. Devalua-
ciones e impuestos asoman ya a un pa-
norama económico en el que Venezuela
es, más que nunca, un Estado monopro-
ductor que depende en un 90% de los
ingresos petroleros.

En el pasado reciente, Chávez no ha
mostrado respeto alguno por los resulta-
dos electorales que le han sido adversos.
De hecho, las autoridades de oposición
electas en noviembre se las han visto ne-
gras para tomar posesión de sus cargos,
ante la escalada de violencia que, por
ejemplo, ha impedido que el alcalde ma-
yor despache desde su sede, ocupada des-
de hace tres meses por turbas armadas.

Chávez ha hecho en el pasado de cada
elección un plebiscito en torno a su per-
sona. De ganar el sí, la oposición teme,
con razón, que Chávez interprete esa vic-
toria como un mandato para ir a toda
máquina hacia un régimen decididamen-
te dictatorial.

Quizá por eso la consigna más ingenio-
sa y decidora que ha salido de las filas
estudiantiles ha sido: “Mejor que no”.

Ibsen Martínez es escritor venezolano.

Otro referéndum para el comandante
Mañana se somete a consulta en Venezuela una enmienda más a la Constitución aprobada en 1999. Si es
avalada, Hugo Chávez podría presentarse indefinidamente al final de cada presidencia de seis años
Por IBSEN MARTÍNEZ

raquel marín

Esta enmienda ya formó
parte de la propuesta de
reforma constitucional
derrotada en 2007

Chávez no ha mostrado
respeto por los
resultados electorales
que le han sido adversos
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Liquidez
para las familias
Según Zapatero, la prioridad del
Gobierno es ayudar a las econo-
mías familiares y la bajada del
Euríbor está facilitando este pro-
ceso. Sin embargo, el hecho de
que las revisiones de los tipos de
interés hipotecarios se hagan,
con carácter general, anualmen-
te supone que una familia puede
“dejar de tener” en su bolsillo
unos 90 euros al mes durante mu-
chos meses a pesar de esas baja-
das. Teniendo en cuenta el saldo
hipotecario vivo, el importe me-
dio de las hipotecas y el hecho de
que más de un 90% de las hipote-
cas son a tipo variable, esos 90
euros de ahorro mensual al mes
se transforman en 6.480 millones
de euros al año, un 0,6% del PIB
español. ¿Puede el Gobierno obli-
gar a los bancos a devolver a las
familias todo ese dinero con un
simple decreto que obligue a las
entidades a revisar mensualmen-
te las cuotas hipotecarias? Si es
así, ¿a qué esperamos?— Israel
Sancho. Espinardo, Murcia.

Aclaración

En la sección de Cartas al Direc-
tor de EL PAÍS del 4 de febrero se
publicó una reacción de C. Gun-
ners (portavoz de la UNRWA) a
algunas de las cosas que dije en
mi intervención en el Fórum de
la Nueva Economía.

En ningún momento di a en-
tender que hubiera que privar a
los niños palestinos de su dere-
cho a la educación. Dije que cuan-
do un educador elogia los atenta-
dos suicidas, no hay que sorpren-
derse luego de que esto tenga su
expresión en la vida real. Sosten-
go, pues, mis afirmaciones. Un
ejemplo similar es del Said Siam,
el ministro del Interior de Ha-
más, que murió en un ataque is-
raelí el pasado 15 de enero; en el
pasado, fue maestro en una escue-
la de UNRWA.

Y ahora una coincidencia desa-

fortunada para Gunners. El mis-
mo día que su diario publicaba
su escrito atribuyendo a Israel la
responsabilidad por la muerte de
40 civiles en un edificio de la
UNWRA, representantes de la
ONU desmentían este suceso. Is-
rael valora enormemente el tra-
bajo humanitario desarrollado
por UNRWA, pero al mismo tiem-
po critica la cooperación de esta
agencia con Hamás, algo contra-
rio a la política del cuarteto, del
que las Naciones Unidas —de
quien depende la UNRWA— son
parte.— Raphael Schutz, embaja-
dor de Israel. Madrid.

Derecho
a la información
Modestamente, reivindico mi de-
recho a la información. Según in-
formaban las televisiones, el se-
ñor John Carlin ha dicho que la
objetividad en periodismo no exis-
te. La carta de Derechos Huma-
nos de la ONU, artículo 16, recoge
mi derecho a la información. De-
recho que conculcan los periodis-
tas todos los días cuando obvian
que la información veraz tiene
unas reglas elementales que de-
ben respetarse y que se enseñan,
supongo, en las facultades: el pe-

riodista debe dar respuesta a las
preguntas “quién”, “dónde”,
“cuándo”, “cómo”, “por qué”. Y de-
be hacerlo en sus primeras lí-
neas, de forma concisa y clara, pa-
ra que yo, lectora, pueda decidir
si sigo o no leyendo.

Estas reglas no se respetan, no
se aplican. A menudo, hay que re-
buscar en toda una página y re-
leer porque el redactor ha sem-
brado los datos como el que aven-
ta el grano en el campo, en las
cuatro direcciones. El derecho
universal del lector, del ciudada-
no, parece no importarle a nadie.
Con aseveraciones semejantes,
no sólo nos está mandando a la
cuneta de la ignorancia, sino que
se insulta la memoria de todos
sus colegas que se están jugando
la vida o la han perdido ya por
defender mi derecho a saber.

No discuto el derecho de los
periódicos a tener sus opiniones y
su línea editorial. Tienen tanto de-
recho a la libertad de expresión
como yo a estar informada. Ni si-
quiera discuto todas las argucias
o estrategias con las que todos los
periódicos, sin excepción, dirigen
el foco informativo, agrandando,
empequeñeciendo o ignorando;
es su derecho, y además, el que
paga manda, lo sabemos todos.
Pero, por favor, no me escamo-

teen unos mínimos. No escondan
los hechos detrás de la polvareda
que desencadenan. No me obli-
guen a buscar los hechos funda-
mentales que originan la noticia
en periódicos anteriores, dando
por hecho que conozco el relato
completo cuando se trata de noti-
cias que se encadenan un día tras
otro. No, porque así sucede lo que
sucede: opinamos sobre todo, pe-
ro no sabemos de nada. Y sin da-
tos objetivos, señor Carlin, no hay
noticia, hay especulación. Dudo
mucho que eso sea periodismo.

Y, como no creo que estas lí-
neas sirvan de mucho, he decidi-
do que el euro del periódico me
lo tomaré con leche y un azucari-
llo y, por un poco más, mojaré
unos churros.— María Luisa Va-
llejo Palomo. Pozuelo de Alar-
cón, Madrid.

Robar pan

Leo asombrado que el fiscal pide
un año y medio de prisión para
un hombre que sustrajo media ba-
rra de pan. En el siglo XIX, Inglate-
rra deportaba a Australia a quien
robaba una naranja, cuyo valor,
por ende, era entonces bastante
elevado. ¡Qué poco hemos avanza-
do!— Joan Cararach. Barcelona.

El Estado debe
a las empresas
Leo en la prensa: “Las Administra-
ciones públicas deben a las em-
presas 33.000 millones de euros y
el retraso en el pago supera los
seis meses”. Por lo visto, el Estado
no entrega el dinero que adeuda
a las empresas.

Al mismo tiempo, nos comuni-
can que el Gobierno, a través de
ICO, dará dinero a la banca para
financiar a estas empresas. Están
estudiando quién aporta la liqui-
dez y quién asume los riesgos.
Problema de difícil solución, se-
gún los expertos. Mientras tanto,
las empresas despiden a sus em-
pleados por falta de dinero.

Se me ocurre una solución evi-
dente: el Estado entrega el dine-
ro que debe a las empresas. Los
expertos se ahorrarán tener que
resolver sus complejos proble-
mas, las empresas seguirán pro-
duciendo y los trabajadores ten-
drán empleo. Así de fácil. ¡Ya está
bien de engañarnos con falsos
problemas!— Maite Baiges Artís.
Barcelona.

Estos días se viene hablando mucho en la prensa
sobre la coincidencia, casual o no, del juez Garzón
y el ministro Bermejo en una montería a la que
ambos fueron invitados. Más allá de la incidencia
que ello pueda representar en relación con la in-
vestigación que está llevando a cabo el juez Gar-
zón y que eventualmente puede afectar a algunos
miembros del PP, lo que realmente me preocupa y
no he visto que periódico alguno se haya interesa-
do por este detalle, es que un ministro o un juez
acepten una invitación de estas características. Si
nadie cuestiona lo inapropiado que resultaría que
cualquiera de ellos, mientras se encuentre en el
ejercicio de su cargo, aceptara que les regalen un
reloj, una joya o una simple cesta de Navidad, no
entiendo por qué la prensa no considera inacepta-

ble que acepten una invitación de estas caracterís-
ticas. No soy en absoluto aficionado a la caza, pero
amigos que sí lo son me aseguran que el coste de
una montería de estas características está en tor-
no a los 3.000 euros y que la caza de un venado
determina el pago de una cantidad normalmente
no inferior a 3.000 euros, pudiendo ser bastante
mayor en función de las puntas de la cuerna. Si
ello es así, de ser cierto que tanto el juez como el
ministro mataron hasta cuatro ciervos cada uno
de ellos, según ha señalado la prensa, estaríamos
hablando de la aceptación de sendos regalos cuyo
importe supera los 15.000 euros. Opino que quie-
nes ejercen funciones públicas deberían abstener-
se de aceptar este tipo de invitaciones.— Eugenio
Miralles. Valencia.

Invitaciones

Viene de la página anterior
e Innovación induce a confusión
al ignorar a la Universidad en la
denominación del ministerio. Si
a eso añadimos que la ministra
no procede del campo universi-
tario y que la Secretaría de Esta-
do de Investigación está ocupa-
da por un ilustre miembro que
ha presidido el Consejo Supe-
rior de Investigaciones Científi-
cas, hay que reconocer que la
Universidad no queda bien para-
da. Sólo dos excelentes nombra-
mientos para la Secretaría de Es-
tado de Universidades y para la
Dirección General equilibran el
diagnóstico inicial.

Como la responsabilidad últi-
ma del tema universitario co-
rresponde a la ministra, señora
Garmendia, ésta tendrá que de-
dicarse directamente mucho
más al tema universitario, a ex-
plicar Bolonia y a deshacer to-
dos los malentendidos y las men-
tiras sobre el significado del nue-
vo planteamiento. De su esfuer-

zo y de su acierto, que tendrá un
apoyo adecuado en la Secretaría
de Estado y en la Dirección Ge-
neral, dependerán en gran parte
los resultados. En todo caso, es
necesario completar el ingente
esfuerzo de los rectores, y de la
CRUE presidida por el profesor
Ángel Gabilondo, hasta ahora
quienes llevan la carga principal
del nuevo rumbo de las universi-
dades.

Otro elemento complementa-
rio para la solución del proble-
ma es un diálogo sincero y claro
con los estudiantes y con sus re-
presentantes. Ellos serán los
principales beneficiados por la
mejora que sin duda vendrá de
una buena aplicación de Bolo-
nia. En mi etapa de rector siem-
pre he confiado en su buena fe y
en su sentido de la responsabili-
dad, y mi experiencia es que
nunca han fallado en su compro-
miso y en su defensa de la Uni-
versidad pública.

En este nivel se interfieren
los ejecutores políticos de la acti-
vidad universitaria, las comuni-
dades autónomas, que en algu-
nos casos, como los de Madrid y
Valencia, favorecen descarada-

mente a las universidades priva-
das, y se desentienden del cuida-
do —por supuesto, incluido el
económico— de las universida-
des públicas. Trabajan para el
rey de Prusia, es la conocida ex-
presión francesa, y además lo ha-
cen con gusto.

Hay además que distinguir a
los estudiantes, que tienen inte-
reses respetables, que en lo posi-
ble hay que atender y, en su ca-

so, apoyar, de otras personas in-
filtradas en el movimiento, que
tienen intereses ajenos a los uni-
versitarios para crear el desor-
den y descalificar al sistema.

Son los propios estudiantes
los que deben tener interés en
distinguir el grano de la paja y
excluir de sus debates a gentes
que se benefician de los descon-
tentos y de las protestas con

otros fines más generales, desca-
lificadores del sistema parla-
mentario representativo que
nos dimos en 1978 al aprobar la
Constitución. Sobre todo, deben
rechazar tajantemente una for-
ma de actuar que esas personas
traen a la Universidad, la de la
violencia, el insulto, la descalifi-
cación y la ocupación de edifi-
cios, desde una recuperación de
la dialéctica del odio, incompati-
ble con la cultura universitaria.

Por otra parte, la pureza del
espíritu de nuestra institución
no se pierde en el contacto y la
colaboración con las empresas.
La experiencia práctica, el em-
pleo y el contacto con la vida
potencian la formación y la
abren al mundo real, aunque la
Universidad es mucho más que
eso, es espíritu, civismo, educa-
ción para la ciudadanía, morali-
dad individual y colectiva, cultu-
ra desinteresada y saber por el
saber. De la combinación de la
técnica y de la práctica, de la
sabiduría y de la experiencia,
del amor a la verdad y del prag-
matismo proceden los buenos
universitarios, formados por
buenos profesores, docentes e

investigadores al mismo tiem-
po. Y todo eso exige inversión
económica que el Estado debe
asumir e impulsar, completan-
do en su caso la reticencia, la
falta de interés o la ignorancia
de la política de las comunida-
des autónomas que no creen en
las universidades públicas. La
ciudadanía debe tomar nota de
esas carencias allí donde existan
y castigar con su voto a aquellos
Gobiernos autónomos que pre-
senten esos malos perfiles.

En el fondo, el amor y el res-
peto por la Universidad y la fir-
me convicción de que es la con-
ciencia ética de la vida deben for-
talecer nuestra voluntad y escla-
recer nuestra inteligencia para
dar sentido al apoyo a la Univer-
sidad pública, uno de los esta-
mentos más válidos y sólidos pa-
ra construir la igualdad y la soli-
daridad en las sociedades libres
y para enseñar a pensar. ¡Sapare
Aude! debe ser nuestra preocu-
pación principal, “siempre toda-
vía”.

Gregorio Peces-Barba Martínez es
catedrático de Filosofía del Derecho
de la Universidad Carlos III de Madrid.

Madrid y Valencia
favorecen con
descaro a la
universidad privada

N Fe de errores

La cuestión
universitaria

Los textos destinados a esta sección no
deben exceder de 15 líneas mecanografia-
das. Es imprescindible que estén firmados
y que conste el domicilio, teléfono y nú-
mero de DNI o pasaporte de sus autores.
EL PAÍS se reserva el derecho de publicar
tales colaboraciones, así como de resumir-
las o extractarlas. No se devolverán los
originales no solicitados, ni se dará infor-
mación sobre ellos. Una selección más
amplia de cartas puede encontrarse en
www.elpais.com.
CartasDirector@elpais.es

A La estimación real del voto del
PP en octubre de 2008 era del
39,7%, exactamente la misma
que la del PSOE entonces, y no
del 39,3% como se publicó en la
edición de ayer. De esta manera,
la estimación del voto del PP en
enero, que el último informe del
CIS deja en un 39,5%, significa
un descenso de dos décimas con
respecto a la anterior.


